
Acta De Votación

Poder Judicial

Sala Constitucional

Miércoles, 20 de abril de 2022

En San José, a las nueve horas con cincuenta y cinco minutos del veinte de abril del dos mil veintidós, se inició la

votación de la Sala Constitucional, conformada por los Magistrados Fernando Castillo Víquez (quien preside), Fernando

Cruz Castro, Paul Rueda Leal,  Luis Fdo. Salazar Alvarado, Jorge Araya García, Anamari Garro Vargas y Roberto

Garita Navarro (Plaza Vacante Hernández López).

El resultado de la votación fue el siguiente:

A. RESOLUCIONES DE LA SALA:

Exp. Nº Voto Nº Tipo Por Tanto

18-010494-0007-CO 2022-008714 RECURSO DE
AMPARO

Se adiciona la parte dispositiva de la sentencia N°2019-004046 de
las 09:30 horas del 08 de marzo de 2019, para que se lea de la
siguiente  manera:  “Se declara con lugar el  recurso.  Se ordena a
Carlos Manuel Rodríguez Echandi, en su condición de Ministro de
Ambiente  y  Energía,  a  Grettel  Vega  Arce,  en  su  condición  de
Directora Ejecutiva del Sistema Nacional de Áreas de Conservación
(SINAC),  a  Milton Alvarado Navarro,  en su condición de Director
General  del  Servicio  Nacional  de Guardacostas,  y a Moises Mug
Villanueva,  en  su  condición  de  Presidente  Ejecutivo  del  Instituto
Costarricense  de  Pesca  y  Acuicultura,  o  a  quienes  ocupen  los
cargos,  que,  de  forma  coordinada,  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones  que  se  encuentren  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias y atribuciones a efectos de que se proceda con la
instalación  de  la  totalidad  de  los  radares  establecidos  en  la
Estrategia  de  Control  y  Vigilancia  Marítima  del  Ministerio  de
Ambiente y Energía, de los cuales únicamente se ha instalado uno
en la Isla del Coco. Lo anterior, deberá ejecutarse dentro del plazo
de  los  18  meses  siguientes  a  la  notificación  de  esta  sentencia.
Además, se le ordena a Moises Mug Villanueva, en su condición de
Presidente  Ejecutivo  del  Instituto  Costarricense  de  Pesca  y
Acuicultura,  o  a  quien  ocupe  el  cargo,  que  realice  las  acciones
pertinentes para que se actualicen los criterios técnicos y científicos
para el establecimiento de la veda y que se incorporen los criterios
económicos  y  sociales  que  fundamentan  la  misma,  según  lo
establecido  por  la  normativa  vigente,  para  la  imposición  de  las
próximas vedas. Se advierte a los recurridos que de conformidad
con lo  establecido en el  artículo  71 de la  Ley  de la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente  penado.  Se  condena  al  Estado  y  al  Instituto
Costarricense de Pesca y Acuicultura al pago de las costas, daños y
perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta
declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo
contencioso  administrativo.  Notifíquese  esta  resolución  a  los
recurridos, en forma personal. El Magistrado Salazar Alvarado salva
el  voto  y  declara  sin  lugar  el  recurso  en  todos  sus  extremos”.
Notifíquese.-

20-011090-0007-CO 2022-008715 RECURSO DE No ha lugar  a  la  gestión formulada.  Tomen nota las autoridades
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AMPARO recurridas  de  lo  indicado  en  el  considerando  III  de  este
pronunciamiento.

21-022040-0007-CO 2022-008716 RECURSO DE
AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.

22-004304-0007-CO 2022-008717 RECURSO DE
AMPARO

No ha lugar la gestión formulada.-

22-005549-0007-CO 2022-008718 RECURSO DE
AMPARO

Se  declara  sin  lugar  el  recurso.  Tome  nota  Douglas  Montero
Chacón, en su condición de Director General del Hospital México, o
quien  en  su  lugar  ocupe  ese  cargo,  de  lo  señalado  en  el
considerando IV de esta sentencia.-

22-005813-0007-CO 2022-008719 RECURSO DE
AMPARO

No ha lugar a la gestión formulada.-

22-006047-0007-CO 2022-008720 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción.

22-006126-0007-CO 2022-008721 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randal Álvarez Juárez
y  a  Marjorie  Obando  Elizondo,  en  sus  calidades  respectivas  de
Gerente  Médico  y  Coordinadora  del  Comité  Central  de
Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social
(CCSS),  o  a  quienes  en  sus  lugares  ocupen  esos  cargos,  que
ejecuten todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus
competencias y coordinen lo necesario para que DE INMEDIATO,
se le facilite al amparado el medicamento "Vismodegib”, en la dosis,
bajo  las  condiciones,  y  por  el  plazo  prescritos  por  su  médico
tratante,  bajo  la  entera  responsabilidad  y  supervisión  de  éste,
siempre  que  una  variación  de  las  circunstancias  médicas  de  la
paciente,  no  requiera  otro  tipo  de  atención.  Se  advierte  a  las
autoridades recurridas que, de conformidad con lo establecido por el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá
prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a
quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), al pago
de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que
sirven  de  base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en
ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.
Notifíquese.-

22-006167-0007-CO 2022-008722 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randall Álvarez Juárez
y a Marjorie Obando Elizondo, respectivamente, en su condición de
Gerente  Médico  y  de  Coordinadora  del  Comité  Central  de
Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social o
a  quienes  ocupen  esos  cargos,  que  giren  las  órdenes  que
corresponden  para  que,  en  forma  inmediata,  se  le  suministre  al
amparado [NOMBRE 001] el medicamento Doxorubicina Liposomal,
por el  tiempo y en la  dosis  prescrita por  su médica tratante.  Así
como bajo la estricta responsabilidad y supervisión de ésta. Se le
previene a los recurridos que, de conformidad con lo establecido en
el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción  Constitucional,  se
impondrá prisión de tres meses a dos años o de veinte a sesenta
días multa, a quien recibiere una orden que deba cumplir o hacer
cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o
no  la  hiciere  cumplir,  siempre  que  el  delito  no  estuviera  más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.
Notifíquese.

22-006272-0007-CO 2022-008723 ACCIÓN DE
INCONSTITU
CIONALIDAD

Se rechaza de plano la acción. El magistrado Castillo Víquez salva
el voto según lo expuesto en el considerando III de esta sentencia.

22-006283-0007-CO 2022-008724 RECURSO DE
AMPARO

Se declara sin lugar el recurso.
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22-006342-0007-CO 2022-008725 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Dra. María Eugenia
Villalta Bonilla, Directora General y a la Dra. Eugenia Cruz Harley,
Jefe del Servicio de Oftalmología, ambas del Hospital San Juan de
Dios,  y a la Dra.  Ericka De Marco González,  Coordinadora del II
Nivel de Atención Clínica Solón Núñez, o a quienes ocupen esos
cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las
actuaciones que estén dentro del ámbito de su competencia para
que [NOMBRE 001], cédula de identidad [VALOR 001] sea atendida
en el Servicio de Oftalmología que corresponda, dentro de los TRES
MESES siguientes a la notificación de esta resolución.  Asimismo,
se ordena a la Dra. María Eugenia Villalta Bonilla, Directora General
y  al  Dr.  Esteban  Sánchez  Jiménez,  Jefe  del  Servicio  de
Neurocirugía ambos del Hospital  San Juan de Dios,  o a quienes
ocupen esos cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a
cabo  todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  su
competencia para que la amparada sea atendida en el Servicio de
Neurocirugía de ese Hospital dentro de los TRES MESES siguientes
a  la  notificación  de  esta  resolución.  Todo  lo  anterior,  siempre  y
cuando sea posible de acuerdo con la reorganización del servicio
decretada  por  la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la
pandemia por  la  covid-19.  Asimismo,  si  fuere necesario,  deberán
coordinar  con  otro  centro  médico  que  tenga  disponibilidad  de
espacios.  Se  advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de
conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  a  la  Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia
de lo contencioso administrativo.  El  Magistrado Rueda Leal  pone
nota. Notifíquese.

22-006386-0007-CO 2022-008726 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Hospital San
Rafael.  Se  ordena  a  Karen  Gabriela  Rodríguez  Segura,  en  su
condición de Directora General del Hospital San Rafael de Alajuela
o a quien ocupe ese cargo, que gire las órdenes pertinentes y lleve
a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus
competencias, para que se cumpla con lo siguiente: 1) Al recurrente
[NOMBRE 001] se le practique la cirugía prescrita en el plazo de
tres meses, conforme a lo informado, siempre y cuando sea posible
de  acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia de coronavirus
COVID-19. Lo anterior,  bajo estricta supervisión y responsabilidad
de su médico tratante, siempre que una variación en las condiciones
médicas  del  paciente,  no  contraindiquen  tal  procedimiento  y  se
hayan  cumplido  todos  los  requerimientos  preoperatorios  e
institucionales. 2) El 13 de mayo de 2022 al recurrente se le valore
por parte de la médica especialista en otorrinolaringología, según lo
que se informó. 3) El 18 de mayo de 2022 el recurrente sea atendido
en  la  Clínica  del  Dolor  y  Cuidados  Paliativos,  conforme  a  lo
informado. Se advierte  a la recurrida que, de no acatar  la orden
dicha, incurrirá en el delito de desobediencia y, que de conformidad
con el  artículo  71 de la  Ley de esta  jurisdicción,  se le  impondrá
prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa,
a  quien  recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,
dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las
costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Castillo
Víquez y Araya García ponen nota. El Magistrado Rueda pone nota.
El Magistrado Rueda Leal salva parcialmente el voto respecto a la
condenatoria  en costas,  daños y  perjuicios.  La Magistrada  Garro
Vargas da razones diferentes en cuanto a la condenatoria en costas,

Documento firmado digitalmente
10/06/2022 14:50:05



daños  y  perjuicios.  En  cuanto  a  las  autoridades  penitenciarias
recurridas, se declara sin lugar el recurso. Tome nota la Directora
General del Centro de Atención Institucional Jorge Arturo Montero
Castro de lo que se indicó en el considerando V de esta sentencia.
Notifíquese.

22-006547-0007-CO 2022-008727 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a María Eugenia Villalta
Bonilla y a Carlos Alberto Valverde Monge, por su orden, Directora
General y Jefe del Servicio de Cirugía General, ambos del Hospital
San  Juan  de  Dios,  o  a  quienes  ejerzan  tales  cargos,  tomar  las
medidas correspondientes y en el ámbito de sus competencias para
que, en el plazo de máximo de un mes posterior a la notificación de
esta sentencia, a la amparada se le practique la cirugía que requiere
por  su  padecimiento  de  hernia  inguinal.  Asimismo,  en  el  plazo
máximo  de  un  mes  posterior  a  ser  dada  de  alta  de  la  primera
intervención  quirúrgica  aquí  ordenada,  y  previo  visto  bueno  del
médico  tratante,  se  le  realice  la  cirugía  que  requiere  por  su
padecimiento  de  prolapso  rectal.  Lo  anterior,  bajo  estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante, siempre que
una  valoración  de  las  circunstancias  médicas  de  la  tutelada  no
contraindique tal  intervención y  que,  además,  haya cumplido con
todos los requisitos previos. Asimismo, de ser necesario, deberán
coordinar  su  atención  con  otro  centro  hospitalario  que  tenga
disponibilidad  de  espacios.  Esto,  además,  siempre  y  cuando sea
posible de acuerdo con la reorganización del servicio decretada por
la  emergencia  hospitalaria  con  ocasión  de  la  epidemia  de
coronavirus (COVID-19). En caso de que no sea posible cumplir con
lo  anterior,  en  atención  a  las  razones  mencionadas,  deberán
adoptarse las medidas del caso para que las órdenes dadas sean
acatadas  dentro  de  los  plazos  indicados,  luego  de  superada  la
epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de
hacerlo antes. Lo anterior, bajo la advertencia que, de conformidad
con lo  establecido en el  artículo  71 de la  Ley  de la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. El Magistrado Castillo Víquez y la Magistrada
Garro Vargas ponen nota. El Magistrado Rueda Leal pone nota. Se
condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las
costas,  daños y perjuicios,  los que se liquidaran en ejecución de
sentencia de lo contencioso administrativo. Notifíquese.

22-006582-0007-CO 2022-008728 RECURSO DE
AMPARO

De  conformidad  con  el  artículo  52  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional  se  declara  con  lugar  el  recurso,  sin  especial
condenatoria en costas, daños y perjuicios. Se ordena a Taciano
Lemos Pires, en su condición de director general,  y Hugo Dobles
Noguera, en su condición de jefe del Servicio de Ortopedia, ambos
funcionarios del  Hospital  Dr.  Rafael  Ángel Calderón Guardia,  o a
quienes ocupen dichos cargos, que a la amparada se le realice la
cirugía que requiere -como fue informado- en el mes de mayo de
2022, esto bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico
tratante, mientras que una variación de las circunstancias médicas
del paciente no contraindique tal intervención y haya cumplido con
todos  los  requerimientos  preoperatorios.  Lo  anterior,  también
siempre y cuando sea posible de acuerdo con la reorganización del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia  de  coronavirus  (COVID-19).  Se  advierte  a  la  autoridad
recurrida que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de
tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. El
magistrado  Rueda  Leal  suscribe  nota.  Los  magistrados  Salazar
Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el voto y disponen la
condenatoria  en daños,  perjuicios y  costas.  La magistrada  Garro
Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la  condenatoria  en
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daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.

22-006661-0007-CO 2022-008729 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios.  Se ordena a Guillermo Mendieta Ramírez y a
Marvin Yglesias Rosales, por su orden director general y funcionario
del centro de Cáncer Gástrico y Cirugía General, ambos del hospital
Dr. Max Peralta Jiménez, o a quienes ocupen dichos cargos, que
giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones
que estén dentro del ámbito de sus competencias, a fin de que se
realice la cirugía requerida por la tutelada el 18 de mayo de 2022,
bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante,
siempre  que  una  variación  de  las  circunstancias  médicas  de  la
paciente  no  contraindique  tal  intervención  y  haya  cumplido  con
todos los requerimientos preoperatorios e institucionales. Lo anterior
se  ordena  siempre  que  sea  posible  de  acuerdo  con  la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la pandemia por la COVID-19; de no ser factible,
deberá  reprogramarse  el  procedimiento  lo  más  pronto  posible,
tomando en cuenta la situación de salud de la paciente y el criterio
de prioridad indicado en la referencia.  Se advierte  a la  autoridad
recurrida que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de
tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Los
magistrados Salazar Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente
el voto y disponen la condenatoria en daños, perjuicios y costas. La
magistrada  Garro  Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena la
condenatoria en daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.

22-006827-0007-CO 2022-008730 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Randal Álvarez Juárez
y  Marjorie  Obando  Elizondo,  por  su  orden  gerente  médico  y
coordinadora del Comité Central  de Farmacoterapia, ambos de la
Caja  Costarricense  de  Seguro  Social,  o  a  quienes  ocupen  esos
cargos, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a fin
de que, de manera INMEDIATA, a partir de la notificación de esta
sentencia,  a  la  parte  amparada  se  le  brinde  el  medicamento
"ERIBULINA”,  en  la  dosis  y  durante  el  tiempo  que  su  médico
tratante así lo recomiende, bajo estricta supervisión del profesional
en medicina que conoce el caso del tutelado. Lo anterior se dicta
con la advertencia de que según lo establecido por el artículo 71 de
la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres
meses  a  dos  años  o  de  veinte  a  sesenta  días  multa,  a  quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se
condena a la Caja Costarricense de Seguro Social al pago de las
costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven
de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de
sentencia de lo contencioso-administrativa. Notifíquese.

22-006867-0007-CO 2022-008731 RECURSO DE
AMPARO

De conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley de la
Jurisdicción  Constitucional,  se  declara  con  lugar  el  recurso  sin
especial condenatoria en costas, daños y perjuicios. Se ordena a
Guillermo Mendieta Ramírez, en su condición de director general, y
Rodolfo Fernández Flores, en su condición de jefe de Sección de
Cirugía y de la Especialidad de Oftalmología, ambos funcionarios
del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o a quienes en sus lugares
ejerzan esos cargos, que dispongan de manera pronta y oportuna
las acciones y coordinaciones necesarias, para que a partir de la
comunicación de la presente resolución,  y de conformidad con el
criterio médico, realicen la cita de valoración que requiere la parte
amparada  [NOMBRE 001], cédula de identidad  [VALOR 001] que
fue  programada para  el  27  de  mayo de  2022 en  el  Servicio  de
Oftalmología, si otra causa médica no lo impide y sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
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emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID-19);  de  no  ser  factible,  deberá  reprogramarse  el
procedimiento lo más pronto posible, tomando en cuenta la situación
de salud del paciente y el plazo de espera al que se ha sometido. El
Magistrado  Rueda  Leal  pone  nota.  Los  Magistrados  Salazar
Alvarado y Garita Navarro salvan parcialmente el voto y disponen la
condenatoria  en daños,  perjuicios y  costas.  La Magistrada  Garro
Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la  condenatoria  en
daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese. -

22-006868-0007-CO 2022-008732 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Guillermo Mendieta
Ramírez y Rodolfo Fernández Flores, por su orden, Director General
y Jefe del Servicio de Ortopedia, ambos del Hospital Dr. Maximiliano
Peralta Jiménez, o a quienes ejerzan tales cargo, tomar las medidas
correspondientes y en el ámbito de sus competencias para que, en
el  plazo  máximo  de  un  mes  posterior  a  la  notificación  de  esta
sentencia,  al  amparado  se  le  brinde  la  atención  médica  que
requiere. En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en
atención  a  las  razones  mencionadas,  deberán  adoptarse  las
medidas del caso para que la orden dada sea acatada dentro del
plazo de un meses, luego de superada la epidemia de coronavirus,
siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes. Lo anterior,
bajo la advertencia que, de conformidad con lo establecido en el
artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se impondrá
prisión de tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa,
a  quien  recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,
dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. El
Magistrado Rueda Leal pone nota. Se condena a la CCSS al pago
de las costas, daños y perjuicios ocasionados con los hechos que
sirve de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en sentencia
de lo contencioso administrativo. Notifíquese.

22-006902-0007-CO 2022-008733 RECURSO DE
AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. El magistrado Rueda Leal consigna
nota.

22-006939-0007-CO 2022-008734 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Taciano Lemos Pires y
Carolina Jiménez Jiménez, por su orden Director General y Jefe del
Servicio de Cirugía General, ambos del Hospital Calderón Guardia,
o  a  quien  en  su  lugar  ocupe  ese  cargo,  que  gire  las  órdenes
pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro
del ámbito de sus competencias, para que la cirugía que requiere el
amparado en el Servicio de Cirugía General del hospital recurrido le
sea realizada dentro del  plazo de un mes, contado a partir  de la
notificación de esta sentencia, todo bajo estricta responsabilidad y
supervisión de su médico tratante, siempre y cuando sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia de coronavirus
(COVID-19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior,
en  atención  a  las  razones  mencionadas,  deberán  adoptarse  las
medidas del caso para que la orden dada sea acatada dentro del
plazo  otorgado  por  este  pronunciamiento,  luego  de  superada  la
pandemia de coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de
hacerlo antes. Lo anterior, bajo la advertencia que de conformidad
con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada  dentro  de  un  recurso  y  no  la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de Seguro
Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los
hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán
en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El
Magistrado Rueda Leal pone nota. Notifíquese.-

22-006958-0007-CO 2022-008735 CONSULTA
JUDICIAL

Se evacua la consulta en el sentido de que las normas consultadas
no son inconstitucionales.

22-006989-0007-CO 2022-008736 CONSULTA Se evacua la consulta en el sentido de que las normas consultadas
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JUDICIAL no son inconstitucionales.

22-006992-0007-CO 2022-008737 CONSULTA
JUDICIAL

Se evacua la consulta en el sentido de que las normas consultadas
no son inconstitucionales. 

22-006993-0007-CO 2022-008738 CONSULTA
JUDICIAL

Se evacua la consulta en el sentido de que las normas consultadas
no son inconstitucionales.

22-007063-0007-CO 2022-008739 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Guillermo Mendieta
Ramírez  y  a  Rodolfo  Fernández  Flores,  en  sus  calidades
respectivas de Director General y Jefe de la Sección de Cirugía así
como de la Especialidad de Ortopedia, ambos del Hospital Dr. Max
Peralta Jiménez, o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos,
que  giren  las  órdenes  que  procedan  y  lleven  a  cabo  todas  las
actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para
que  dentro  del  plazo  de  TRES  MESES  contado  a  partir  de  la
notificación  de  esta  sentencia,  se  lleve  a  cabo  la  cirugía  que  la
amparada  necesita  para  atender  su  condición  de  salud,  previo
cumplimiento de los requisitos médicos,  así como bajo la estricta
responsabilidad  y  supervisión  de  su  médico  tratante.  Lo  anterior
siempre y cuando sea posible, tomando en cuenta los factores de
riesgo  que  pueda  presentar  la  tutelada  y,  de  acuerdo  con  la
reorganización del servicio decretada por la emergencia hospitalaria
con ocasión de la epidemia de coronavirus (COVID-19). En caso de
que no sea posible cumplir con lo anterior, en atención a las razones
mencionadas, deberán adoptarse las medidas del caso para que la
orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo  referido,  luego  de
superada la epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista
posibilidad  de  hacerlo  antes.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que de conformidad con lo establecido por el artículo 71
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de
tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada
dentro  de  un  recurso  y  no  la  cumpliere  o  no  la  hiciere  cumplir,
siempre que el delito no esté más gravemente penado. Se condena
a la Caja Costarricense de Seguro Social  (CCSS) al pago de las
costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de
base  a  esta  declaratoria,  los  que  se  liquidarán  en  ejecución  de
sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  El  Magistrado  Rueda
suscribe una nota. Notifíquese.-

22-007095-0007-CO 2022-008740 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, con base en lo dispuesto por el
artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,
sin especial condenatoria en costas, daños y perjuicios. Se ordena a
Mario Felipe Ruiz Cubillo y a Esteban Ruíz Blard, en sus calidades
respectivas de Director General a.i. y Coordinador del Servicio de
Gastroenterología,  ambos del  Hospital  San  Vicente  de  Paúl,  o  a
quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que dispongan todo lo
necesario  dentro  del  ámbito  de sus competencias y  coordinen lo
pertinente, para que, tal y como informaron, la tutelada sea atendida
y  valorada  el  29  de  junio  de  2022  (previa  realización  de  los
exámenes necesarios para la cita). Lo anterior, siempre y cuando
sea posible, tomando en cuenta los factores de riesgo que pueda
presentar  la  amparada  y,  de  acuerdo  con  la  reorganización  del
servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de la
epidemia  de  coronavirus  (COVID-19).  En  caso  de  que  no  sea
posible  cumplir  con  lo  anterior,  en  atención  a  las  razones
mencionadas, deberán adoptarse las medidas del caso para que la
orden dada sea acatada dentro del plazo de TRES MESES, luego
de superada la epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista
posibilidad  de  hacerlo  antes.  Se  advierte  a  las  autoridades
recurridas que, de conformidad con lo establecido por el artículo 71
de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de
tres meses a dos años o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere  una  orden  que  deba  cumplir  o  hacer  cumplir,  dictada
dentro de un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere
cumplir, siempre que el delito no esté más gravemente penado. El
Magistrado Castillo Víquez consigna una nota. El Magistrado Rueda
pone  nota.  Los  Magistrados  Salazar  Alvarado  y  Garita  Navarro
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salvan parcialmente el voto y disponen la condenatoria en daños,
perjuicios y costas. La Magistrada Garro Vargas salva parcialmente
el voto y ordena la condenatoria en daños y perjuicios, pero no en
costas. Notifíquese.-

22-007117-0007-CO 2022-008741 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Marco Vinicio Umaña
Ramírez, en su condición de director General a.i., y a María Daniela
Rivera Monge, en su condición de Jefe del Servicio de Oftalmología,
ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, o a quienes
en  sus  lugares  ejerzan  esos  cargos,  que  giren  las  órdenes
pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro
del ámbito de su competencia para que, dentro del plazo máximo de
TRES MESES contado a partir de la notificación de la sentencia, se
le  practique  a  la  parte  amparada  [NOMBRE  001],  cédula  de
identidad  [VALOR  001], la  cirugía  prescrita,  bajo  estricta
responsabilidad y supervisión de su médico tratante, siempre que
una  variación  de  las  circunstancias  médicas  del  paciente  no
contraindique  tal  intervención  y  haya  cumplido  con  todos  los
requerimientos  preoperatorios  e  institucionales.  Lo  anterior  se
ordena siempre que sea posible de acuerdo con la reorganización
del servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de
la  pandemia  por  la  COVID-19;  de  no  ser  factible,  deberá
reprogramarse el procedimiento lo más pronto posible, tomando en
cuenta la situación de salud del paciente y el plazo de espera al que
se ha sometido. Se advierte a los recurridos que, de conformidad
con lo establecido por el  artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción
Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos años o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de amparo y
no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados,
los que se liquidarán en ejecución de sentencia ante la jurisdicción
contencioso  administrativa.  El  Magistrado  Castillo  Víquez  y  la
Magistrada  Garro  Vargas  ponen nota.  El  Magistrado  Rueda Leal
pone nota. Notifíquese.

22-007145-0007-CO 2022-008742 RECURSO DE
HABEAS
CORPUS

Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad
del tutelado; y, únicamente, contra el Ministerio de Justicia y Paz,
por la dilación en remitir la información que le solicitó el Juzgado de
Ejecución de la Pena de Alajuela en la tramitación del incidente de
queja  [VALOR 001]. Se ordena a Jenny Chacón Fernández, en su
condición de Directora General del Centro de Atención Institucional
Jorge Arturo Montero Castro, o a quien ocupe en su lugar ese cargo,
girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias
para que dentro del plazo máximo de DIEZ DÍAS, contado a partir
de la notificación de este fallo, remita al Juzgado de Ejecución de la
Pena de Alajuela, el informe solicitado por resolución del 1 de marzo
de  2022.  Se  advierte  a  la  recurrida  que  de  conformidad  con  el
artículo 71, de la Ley de esta Jurisdicción, se impondrá prisión de
tres meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien
recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que  el  delito  no  esté  más  gravemente  penado.  Se  condena  al
Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos
que sirven de base a esta  declaratoria,  los que se liquidarán en
ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso  administrativo.  En  lo
demás,  se  declara  sin  lugar  el  recurso.  Tome nota  la  Jueza  del
Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela de lo dispuesto por la
Sala  en  la  parte  final  del  considerando  V  de  esta  sentencia.
Notifíquese.-

22-007325-0007-CO 2022-008743 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Guillermo Mendieta
Ramírez y Rodolfo Fernández Flores, por su orden, Director Médico
y Jefe de la Sección de Cirugía y de la Especialidad de Urología,
ambos del Hospital Max Peralta Jiménez, que procedan a girar las
órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que
dentro del plazo de TRES MESES a partir de la notificación de la
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presente sentencia, se le practique al amparado la cirugía que le fue
prescrita,  lo anterior  bajo recomendación y responsabilidad de su
médico tratante y que sea posible de acuerdo con la reorganización
del servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de
la pandemia de coronavirus (COVID-19). En caso de que no sea
posible  cumplir  con  lo  anterior,  en  atención  a  las  razones
mencionadas, deberán adoptarse las medidas del caso para que la
orden  dada  sea  acatada  dentro  del  plazo  de  un  mes,  luego  de
superada la pandemia de coronavirus, siempre y cuando no exista
posibilidad de hacerlo antes. Se previene a los recurridos que, de
conformidad  con  el  artículo  71  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se les impondrá prisión de tres meses a dos años, o
de veinte a sesenta días multa,  a quien recibiere una orden que
deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no
la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté
más gravemente penado. Se condena a la Caja Costarricense de
Seguro Social al pago de las costas, daños y perjuicios causados
con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se
liquidarán  en  ejecución  de  sentencia  de  lo  contencioso
administrativo. El Magistrado Castillo Víquez y la Magistrada Garro
Vargas  ponen  nota.  El  Magistrado  Rueda  Leal  suscribe  nota
separada. Notifíquese.

22-007396-0007-CO 2022-008744 RECURSO DE
AMPARO

Se declara sin lugar el recurso. 

22-007430-0007-CO 2022-008745 RECURSO DE
AMPARO

Se  declara  con  lugar  el  recurso.  Se  ordena  a  Karen  Gabriela
Rodríguez  Segura,  en  su  condición  de  Directora  General  del
Hospital San Rafael de Alajuela o a quien ocupe ese cargo, que gire
las órdenes pertinentes y lleve a cabo todas las actuaciones que
estén  dentro  del  ámbito  de  sus  competencias,  para  que  a  la
amparada [NOMBRE 001] se le practique la cirugía prescrita en el
plazo  de  tres  meses,  contado  a  partir  de  la  notificación  de  esta
sentencia. Lo anterior siempre y cuando sea posible de acuerdo con
la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la  emergencia
hospitalaria con ocasión de la pandemia de coronavirus COVID-19.
Además, bajo estricta supervisión y responsabilidad de su médico
tratante, siempre que una variación en las condiciones médicas de
la  paciente,  no  contraindiquen  tal  procedimiento  y  se  hayan
cumplido todos los requerimientos preoperatorios e institucionales.
Se advierte a la recurrida que, de no acatar la orden dicha, incurrirá
en el delito de desobediencia y, que de conformidad con el artículo
71 de la Ley de esta jurisdicción,  se le impondrá prisión de tres
meses  a  dos  años,  o  de  veinte  a  sesenta  días  multa,  a  quien
recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un
recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre
que el delito no esté más gravemente penado. Se condena a la Caja
Costarricense  de  Seguro  Social  al  pago  de  las  costas,  daños  y
perjuicios causados con  los  hechos que sirven de fundamento a
esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de
lo  contencioso  administrativo.  El  Magistrado  Castillo  Víquez  y  la
Magistrada  Garro  Vargas  ponen nota.  El  Magistrado  Rueda Leal
pone nota. Notifíquese.

22-007484-0007-CO 2022-008746 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios causados. Se ordena a Carlos Argüello Castro y
María Daniela Chacón Benavides, por su orden, Director Médico y
Jefa  del  Servicio  de  Cirugía  General,  ambos  del  Hospital  Dr.
Fernando Escalante Pradilla,  o a quienes en sus lugares ocupen
dichos cargos,  que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo
todas  las  actuaciones  que  estén  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias, para que el procedimiento quirúrgico que requiere el
amparado  le  sea  realizado  en  la  fecha  señalada  por  el  centro
médico recurrido con ocasión de este recurso, sea el 4 de julio de
2022. Todo bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico
tratante, siempre que una variación de las circunstancias médicas
del paciente,  no requiera otro tipo de atención,  y sea posible  de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
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emergencia hospitalaria con ocasión de la pandemia de coronavirus
(COVID-19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior,
en  atención  a  las  razones  mencionadas,  deberán  adoptarse  las
medidas del caso para que la orden dada sea acatada dentro del
plazo de un mes, luego de superada la pandemia de coronavirus,
siempre y cuando no exista posibilidad de hacerlo antes. Lo anterior,
bajo la advertencia que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley
la Jurisdicción Constitucional, se le impondrá prisión de tres meses
a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito no esté más gravemente penado. El Magistrado Rueda Leal
suscribe nota. Los Magistrados Salazar Alvarado y Garita Navarro
salvan parcialmente el voto y disponen la condenatoria en daños,
perjuicios y costas. La Magistrada Garro Vargas salva parcialmente
el voto y ordena la condenatoria en daños y perjuicios, pero no en
costas. Notifíquese.-

22-007504-0007-CO 2022-008747 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, con base en lo dispuesto por el
artículo 52, párrafo 1º, de la Ley de la Jurisdicción Constitucional,
sin  especial  condenatoria  en  costas,  daños  y  perjuicios.  Se  le
ordena  a  Carlos  Arguello  Castro,  en  su  condición  de  Director
General y a María Daniela Chacón Benavides, en su condición de
Jefe  del  Servicio  de  Ortopedia,  ambos  del  Hospital  Escalante
Pradilla, o a quienes en sus lugares ocupen esos cargos, que giren
las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que
estén dentro del ámbito de sus competencias para que en la fecha
programada (21 de junio  de 2022),  al  tutelado se le  practique la
cirugía prescrita, todo bajo estricta responsabilidad y supervisión de
su  médico  tratante  y  siempre  que  una  variación  de  las
circunstancias  médicas  del  paciente  no  requiera  otro  tipo  de
atención. Todo lo anterior se dicta, siempre y cuando sea posible de
acuerdo  con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la
emergencia hospitalaria con ocasión de la epidemia de coronavirus
(COVID 19). En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior,
en  atención  a  las  razones  mencionadas,  deberán  adoptarse  las
medidas del caso para que la orden dada sea acatada dentro del
plazo  otorgado  por  este  pronunciamiento,  luego  de  superada  la
epidemia de coronavirus, siempre y cuando no exista posibilidad de
hacerlo  antes.  Se  advierte  a  las  autoridades  recurridas  que,  de
conformidad con lo establecido por el artículo 71 de la Ley de la
Jurisdicción Constitucional se impondrá prisión de tres meses a dos
años o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden
que deba cumplir o hacer cumplir, dictada dentro de un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito  no  esté  más  gravemente  penado.  El  Magistrado  Castillo
Víquez y  la  Magistrada Garro  Vargas  ponen nota.  El  Magistrado
Rueda  Leal  consigna  nota.  Los  Magistrados  Salazar  Alvarado  y
Garita  Navarro  salvan  parcialmente  el  voto  y  disponen  la
condenatoria  en daños,  perjuicios y  costas.  La magistrada  Garro
Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la  condenatoria  en
daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.-

22-007510-0007-CO 2022-008748 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios causados. Se ordena a Mylena Quijano Barrantes
y  a  Norma  Wong  Fernández,  en  su  condición  respectiva  de
Directora General y Jefe de Odontología, ambas funcionarias de la
Clínica Dr. Solón Núñez Fruto, o a quienes ocupen esos cargos, que
dispongan  de  todo  lo  necesario  dentro  del  ámbito  de  sus
competencias  para  que,  en  la  hora  y  fecha  indicada,  a  saber,
MARTES 03 DE MAYO DE 2022, a las 7:00 horas, se le realice al
amparado  el  procedimiento  indicado  en  relación  con  las  prótesis
dentales,  siempre  y  cuando  no  exista  alguna  causa  o  condición
médica que lo impida y sea posible de acuerdo a la reorganización
del servicio decretada por la emergencia hospitalaria con ocasión de
la  epidemia  de  coronavirus  (COVID-19).  Además,  dentro  de  un
plazo prudencial, las mismas deberán ser elaboradas e implantadas
al amparado. De ser necesario deberá coordinar su atención con
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otro  centro  hospitalario  que  tenga disponibilidad de  espacios.  Se
advierte  a  la  autoridad  recurrida  que,  de  conformidad  a  lo
establecido  por  el  artículo  71,  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción
Constitucional, se impondrá prisión de tres meses a dos años, o de
veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una orden que deba
cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la
cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más
gravemente penado. Los Magistrados Castillo Víquez y Rueda Leal
ponen nota de manera separada. Los Magistrados Salazar Alvarado
y  Garita  Navarro  salvan  parcialmente  el  voto  y  disponen  la
condenatoria  en daños,  perjuicios y  costas.  La Magistrada  Garro
Vargas  salva  parcialmente  el  voto  y  ordena  la  condenatoria  en
daños y perjuicios, pero no en costas. Notifíquese.-

22-007534-0007-CO 2022-008749 RECURSO DE
AMPARO

Se declara con lugar el recurso, sin especial condenatoria en costas,
daños y perjuicios causados. Se ordena a Mario Felipe Ruíz Cubillo
y Gerardo Sáenz Batalla, por su orden, Director Médico a.i. y Jefe
del Servicio de Cirugía General, ambos del Hospital San Vicente de
Paúl, o a quienes en sus lugares ocupen dichos cargos, que giren
las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que
estén  dentro  del  ámbito  de  sus  competencias,  para  que  los
exámenes  preoperatorios  que  requiere  el  amparado  le  sean
realizados en el plazo señalado por el centro médico recurrido con
ocasión de este recurso, sea un mes. Asimismo, para que una vez
cumplidos dichos requisitos se le realice la intervención quirúrgica
que requiere en el plazo indicado a este Tribunal, sea UN MES, todo
bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante,
siempre  que  una  variación  de  las  circunstancias  médicas  del
paciente, no requiera otro tipo de atención, y sea posible de acuerdo
con  la  reorganización  del  servicio  decretada  por  la  emergencia
hospitalaria con ocasión de la pandemia de coronavirus (COVID-19).
En caso de que no sea posible cumplir con lo anterior, en atención a
las razones mencionadas, deberán adoptarse las medidas del caso
para que la orden dada sea acatada dentro del plazo de un mes,
luego de superada la pandemia de coronavirus, siempre y cuando
no  exista  posibilidad  de  hacerlo  antes.  Lo  anterior,  bajo  la
advertencia  que,  de conformidad  con  el  artículo  71 de  la  Ley  la
Jurisdicción Constitucional, se le impondrá prisión de tres meses a
dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quien recibiere una
orden que deba cumplir o hacer cumplir, dictada en un recurso de
amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir,  siempre que el
delito no esté más gravemente penado. El Magistrado Rueda Leal
suscribe nota. Los Magistrados Salazar Alvarado y Garita Navarro
salvan parcialmente el voto y disponen la condenatoria en daños,
perjuicios y costas. La Magistrada Garro Vargas salva parcialmente
el voto y ordena la condenatoria en daños y perjuicios, pero no en
costas. Notifíquese.-

A las quince horas con cuarenta minutos se da por finalizada la sesión.-

ÚLTIMA LÍNEA.-

Fernando Castillo V.
Presidente
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